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"ASOCIACION CIVIL NUEVO AMBIENTE - CENTRO VECINAL PUNTA LARA  C/ CEAMSE S/ AMPARO.    --RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LEY--"

La Plata,  1°   de   diciembre           de 2010.
VISTO:

Los acuerdos homologados por el Tribunal, el resultado de las audiencias llevadas a cabo en el ámbito de la ejecución de los mismos, las demás constancias agregadas a los autos, la manifestación efectuada el 17 de agosto del corriente por el CEAMSE y las presentaciones que efectuaran las partes ante los requerimientos formulados por esta Corte a fs. 1502/1508 y fs. 1779/1782; y

CONSIDERANDO:

1. Que ante la presentación de fs. 1499/1500, en la cual la parte demandada advierte sobre la necesidad de efectuar tareas de ampliación de lo que denomina “Complejo Ambiental Ensenada” ante la inminente saturación del módulo actualmente en operaciones, esta Corte requirió, al CEAMSE y al señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, una serie de informes sobre la base de los compromisos asumidos en los convenios homologados en este expediente, las manifestaciones vertidas en la audiencia llevada a cabo luego y en presentaciones efectuadas posteriormente (ver res. de fs. 1502/1508, del 23-VIII-2010).

2. Al contestar ese pedido de informes, el CEAMSE adujo:


a) que la necesidad de ampliar la capacidad de recepción del módulo D se halla acreditada con los informes técnicos que acompaña, realizados por su Gerencia de Operaciones;


b) que no existe alguna alternativa técnica de solución;


c) que el cese de la disposición final en el complejo de Ensenada, según lo acordado en estos autos, está supeditado a la emisión de la documentación habilitante de un nuevo centro de disposición final y al cumplimiento de un plazo de ocho meses contados desde que se expida esa habilitación, condición que hasta el momento no se ha cumplido.

3. Por su parte, el señor Gobernador de la Provincia manifestó en esa oportunidad, para lo que aquí interesa:


a) que ha mantenido incólume a lo largo del proceso su compromiso de cumplimentar lo pactado;


b) que arribó, ante la inminencia del cierre del relleno sanitario de Ensenada, a un acuerdo con el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -aprobado por medio del decreto N° 604/2009- por medio del cual ésta se comprometió a afrontar los gastos que demande la construcción de dos estaciones de transferencia y dos centros de gestión integral y tratamiento de residuos en territorio de la Provincia de Buenos Aires;


c) que al mismo tiempo celebró un convenio con la Municipalidad de La Plata en el que se comprometió a “solventar la financiación” de la construcción de la planta de tratamiento de residuos sólidos urbanos en el partido de La Plata que resulte fruto de la licitación pública nacional e internacional que la mencionada comuna llamara con el objeto de contratar el servicio de tratamiento integral de residuos sólidos urbanos y, también, a “…asistir económicamente en el pago de la tasa por tonelada de residuos sólidos urbanos tratada en el futuro de manera equivalente al aporte que actualmente rige para el subsidio de dicha tasa en el marco del CEAMSE”;


d) que según el Pliego que rige la licitación a la que se alude en el acápite anterior, a los doce meses de la firma del contrato el nuevo centro de tratamiento de residuos de la región debería estar funcionando y, a raíz de ello, el Centro de Disposición Final de Punta Lara estaría en condiciones de cerrarse definitivamente. Este plazo, estima, “no dista en magnitud” del de ocho meses contemplado en el convenio homologado en autos, por lo cual entiende que el margen adicional de cuatro meses obliga a sostener que sería innecesario y hasta contraproducente intentar una solución transitoria o provisoria de magnitud, debiendo arbitrarse las medidas necesarias para que durante ese lapso de cuatro meses se garantice la operatividad del relleno sanitario de Ensenada.

4. Luego de que se confiriera a las partes traslado de estas presentaciones, el Tribunal, por considerar poco precisas y contradictorias con las manifestaciones vertidas anteriormente en este expediente algunas de las explicaciones brindadas por la parte demandada, le pidió a ésta que explique con más exactitud los motivos por los cuales considera ambiental y presupuestariamente inviable la construcción y funcionamiento de una estación de transferencia de residuos en el denominado Complejo Ambiental Ensenada, teniendo especialmente en consideración el ofrecimiento efectuado por el  Presidente de su Directorio en la audiencia llevada a cabo el 20-XII-2007 (fs. 1216/1220, en particular, puntos 3°, 4° y 5° de la que allí denominó “propuesta operativa”).

También, que aclare en qué consiste la reformulación del proyecto oportunamente aprobado y, en particular que precise si las obras que reputa necesario realizar constituyen una ampliación del módulo D actualmente en operaciones o la construcción de un nuevo módulo.

Por último, se le requirió que informe si su Directorio había recibido, a través del representante en él de la Provincia de Buenos Aires, alguna comunicación acerca de la determinación del cierre definitivo del centro de disposición final de Punta Lara y que, en su caso, acompañe la documentación que lo acredite.

5. En la misma resolución esta Corte reputó insuficientes las explicaciones brindadas por el señor Gobernador de la Provincia, razón por la cual se lo intimó a que, dentro del plazo allí fijado, informe:


a) cuál es el alcance concreto de los acuerdos celebrados con el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y con la Municipalidad de La Plata en orden al cumplimiento de los compromisos asumidos por la Provincia de Buenos Aires en este expediente;


b) si alguna de las parcelas descriptas y evaluadas en el Anexo III del “Plan de Gestión Integral de los Residuos Sólidos Urbanos para la Región Capital”, acompañado a fs. 1619/1623, se encuentra en condiciones de ser afectada a un centro de tratamiento y disposición final de residuos. En caso afirmativo, indique cuál y, en su caso, dentro de qué plazo, estaría en condiciones físicas y jurídicas de utilización;


c) contado a partir de la fecha de recepción del oficio a librarse y sobre la base de una estimación concreta y razonable, cuál es el plazo dentro del cual la Provincia de Buenos Aires estaría en condiciones de dar cumplimiento efectivo a la obligación asumida en el art. 7 del Acta Acuerdo suscripta entre la entonces Secretaria de Política Ambiental en representación de la Provincia de Buenos Aires –según expresa autorización del señor Gobernador obrante a fs. 993- y el Presidente del Directorio de CEAMSE, obrante a  fs. 1002 de estos autos;


d) teniendo en consideración que el plan al que considera una alternativa de solución ha sido elaborado y es llevado a cabo por otras administraciones locales, deberá informar al Tribunal si se ha previsto, para el caso de que aquél no llegue a concretarse o su implementación demore un tiempo que exceda el razonable en relación al contemplado en los acuerdos homologados en este proceso y dada la situación crítica que actualmente presenta en la región la gestión de los residuos sólidos urbanos, alguna otra solución. En su caso, deberá exponer al Tribunal sus alcances y justificación desde el punto de vista técnico ambiental.
6. Ante esta nueva intimación, la parte demandada adujo (fs. 1790/1792):


a) que el emplazamiento de una estación de transferencia en el Complejo Ambiental Ensenada resulta totalmente contradictorio con el “espíritu” que anima el proyecto del denominado Consorcio Capital, encabezado por la Municipalidad de La Plata, pues éste se basa en el principio de “basura cero”. Una vez puesta en funcionamiento la planta de tratamiento, la estación de transferencia resultaría manifiestamente superflua y ambientalmente contradictoria, en tanto si se concretara el plan del Consorcio Capital, habría muy pocos residuos que transferir.


Sobre el punto recuerda, además, que la construcción de una estación de transferencia en Punta Lara fue expresamente rechazada por la parte actora;

b) que el proyecto de ampliación aprobado consiste, en verdad, en la construcción de un nuevo módulo y no en la ampliación del actualmente en operaciones;

c) que las decisiones sobre el funcionamiento del Complejo Ambiental Ensenada son adoptadas por el Directorio del CEAMSE en pleno diálogo con las jurisdicciones socias y, así, deberá estarse al compromiso asumido por la empresa en los acuerdos homologados en este proceso, el que –recalca- subsiste y se encuentra plenamente vigente en la medida en que la parte actora no ha hecho uso de la facultad resolutoria unilateral que se reservara.

7. Al contestar el pedido de explicaciones formulado por el Tribunal en la resolución de fs. 1779/1783, el señor Gobernador de la Provincia manifestó (fs. 1793/1795):


a) que en función de los acuerdos a los que arribara con el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Provincia se comprometió a determinar la localización de los sitios para la radicación de las estaciones de transferencia y los centros de gestión integral y tratamiento de residuos con relleno sanitario, los que deberán ser aptos para los fines propuestos. Aclaró que, dada la restricción legal a los rellenos sanitarios existente en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ambos accionistas del CEAMSE se comprometieron a instruir al Directorio para que se esfuerce por desarrollar en sus instalaciones, antes de 2016, otros sistemas y tecnologías de disposición final que garanticen la protección de las personas y el ambiente;


b) que la decisión del Gobierno provincial de apoyar el proyecto de la Municipalidad de La Plata está dirigida a asegurar la sustentabilidad de una adecuada gestión integral de los residuos que se generan no sólo en el ámbito provincial sino también en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ya que de otro modo y ante el cierre próximo de los rellenos de González Catán y Ensenada, el Centro Norte III agotaría rápidamente su capacidad, en perjuicio de la ciudad de Buenos Aires. Destaca que por esta razón ambos convenios están relacionados y existe la posibilidad cierta de utilizar parte de los fondos comprometidos por la Ciudad de Buenos Aires para financiar el proyecto de la Municipalidad de La Plata y que, de no ser ello posible la Provincia de Buenos Aires asume el compromiso de solventar con recursos propios la construcción de la planta de tratamiento;


c) que conforme la evaluación realizada por las universidades Nacional de La Plata y Tecnológica Nacional, las parcelas descriptas a fs. 1619/1623 estarían en condiciones de ser utilizadas como emplazamiento de un centro de tratamiento y/o disposición final de residuos sólidos urbanos.
Teniendo en cuenta el desarrollo del proceso licitatorio encarado por la Municipalidad de La Plata, entiende que resulta prematuro establecer con precisión cuál predio será finalmente afectado, pues ello dependerá del proyecto que finalmente sea seleccionado;


d) que reitera lo ya expuesto en su presentación anterior en cuanto respecta a los plazos de cumplimiento del convenio homologado;


e) que no obstante que considera que la licitación que lleva adelante la Municipalidad de La Plata resulta idónea para solucionar la problemática planteada en autos y que la Provincia asume el compromiso de monitorear periódicamente su desarrollo a efectos de que la operación de la planta comience en los plazos previstos, para el supuesto de que se presente algún imponderable, como los predios aptos para la instalación de centros de tratamiento y/o disposición final de residuos sólidos urbanos ya se encuentran identificados y existe un convenio que permitiría su financiamiento, la Provincia estará en condiciones de adoptar de manera inmediata las medidas necesarias para asegurar una solución alternativa.

7. De esas presentaciones se confirió traslado a las partes.

a) Al evacuarlo la demandada, se limitó a reiterar lo expuesto en su presentación anterior.

b) Al contestarlo la parte actora, destacó que el CEAMSE ha reconocido que se procura la apertura de un nuevo módulo; que si bien ella ha rechazado la construcción de una planta de transferencia dentro del predio de Ensenada, no se opuso ni se opone a la localización en otro lugar adecuado y, finalmente, denuncia que la demandada ha comenzado a construir el nuevo módulo antes de plantear la cuestión ante la Corte.

Acompañó a su respuesta una copia de la declaración de la Cámara de Diputados de la Provincia por medio de la cual hace saber al señor Gobernador que vería con agrado que “… instrumente los mecanismos que crea conveniente para evitar la ampliación del relleno Sanitario de la CEAMSE del partido de Ensenada, garantizando mediante los instrumentos legislativos correspondientes, la financiación de la Planta de Tratamiento Integral de Residuos Sólidos Urbanos para la Región Capital Bonaerense” (fs. 1803).

c) El señor Gobernador reiteró, frente a lo dicho por el CEAMSE, que entendía innecesario intentar soluciones transitorias o provisorias de magnitud, dada la exigüidad del plazo dentro del cual estará funcionando la planta de tratamiento de residuos encarada por la Municipalidad de La Plata y, en ese entendimiento, ha decidido arbitrar los medios pertinentes para una ampliación del módulo D actualmente en operación en el Complejo Ambiental Ensenada, de manera tal de permitir la continuidad de funcionamiento hasta la puesta en marcha de la nueva planta.

Destacó que estima prematura la iniciación de obras tendientes a la construcción de un nuevo módulo.

8. Atento al estado de las actuaciones, estando suficientemente expuestas las posiciones de las partes, corresponde al Tribunal adoptar una decisión que permita avanzar hacia el cumplimiento de los acuerdos homologados mediante sentencia en este juicio.

A tal fin, debe comenzarse por reiterar, que la inequívoca finalidad de los mencionados acuerdos –glosados entre las fs. 994 y 1021 de este expediente y homologados por el Tribunal en la sentencia de fs. 1030/1034- es el cierre definitivo del Centro de Disposición Final de Residuos que la demandada gestiona y administra en Punta Lara, Partido de Ensenada. Expresamente, se estipuló entre la actora y la demandada que el cierre definitivo del predio implica la prohibición total de ingreso de residuos para su disposición final y/o transferencia de residuos hacia otros centros de disposición y/o depósito (fs. 994 y vta., punto 1.a).

El objeto del pleito fue, desde su inicio, el cierre del tantas veces aludido centro de disposición final de Punta Lara y la causa quedó radicada ante esta Corte a raíz de la interposición de un recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido contra la sentencia que ordenaba, dentro de un breve lapso, el cierre del denominado módulo D que, a pesar del tiempo transcurrido, aún permanece en operaciones.

En los convenios vigentes se estipuló claramente que el cierre en cuestión se produciría cierto tiempo después (8 meses) de que el Gobernador de la Provincia, ejerciendo las facultades que a ese fin le confiere el artículo 12 de la ley 13.592, determine las localizaciones y emita la documentación necesaria para habilitar un nuevo centro de disposición final.

Como se advirtiera en anteriores resoluciones, luego de vencido el plazo durante el cual la vigencia de dicha norma se suspendió, renació la obligación del Poder Ejecutivo de determinar el lugar y expedir la documentación en cuestión, sin dejar de señalar que, en rigor, cuando se dispuso la suspensión el plazo previsto para que el Poder Ejecutivo expida la documentación habilitante del predio donde habría de radicarse el nuevo Centro de Disposición Final -en el convenio se fijó como fecha límite el día 7-IV-2007- ya se encontraba vencido (ver res. de fs. 1155/1158  y fs. 1502/1508).

Ello significa que el compromiso asumido por el Poder Ejecutivo en estos autos se encuentra incumplido desde hace más de tres años, dado que los doscientos diez días de suspensión decretados por la ley 13.657 se cumplieron, teniendo en cuenta la fecha de publicación de la norma, el 23 de noviembre de 2007.

Es evidente que la situación de virtual colapso del módulo actualmente en operaciones en el centro de disposición final de Punta Lara, sin dejar de advertir el Tribunal la complejidad de la problemática implicada, se encuentra estrechamente vinculada con la falta de señalamiento, dentro del término establecido, del lugar de establecimiento de un nuevo Polo Ambiental o, en su caso, de la adopción de "todas la decisiones normativas que sean necesarias para la autorización, habilitación y apertura de los Centros de Disposición Final" . Ello, sin perjuicio de la relación que para la solución del problema planteado en autos pueda tener el emprendimiento encarado por los municipios de la región, encabezados por el de La Plata, para el tratamiento y disposición de los residuos sólidos urbanos generados en el área y en el que las partes involucradas parecen coincidir como alternativa.

Sin embargo, si se pondera que, de un lado, ese proyecto depende de decisiones complejas que deben adoptar personas jurídico públicas ajenas a este proceso y, de otro, que la parte demandada no es extraña a la Provincia de Buenos Aires en tanto ésta es una de las dos socias que conforman el CEAMSE y tiene ingerencia decisiva en la conformación de su Directorio (según lo dispuesto en el artículo 10 de su Estatuto Social), entiende el Tribunal que, dado el estado actual de la cuestión, corresponde adoptar decisiones concretas que posibiliten el cumplimiento del convenio homologado en autos y, por tanto, el cierre definitivo del Centro de Disposición Final de Punta Lara.

Para ello se tiene en consideración lo manifestado por el Poder Ejecutivo en punto a la aptitud de las parcelas que identifica en su presentación y que se encuentran analizadas en la documentación acompañada y el hecho de que la Provincia, en caso de surgir imponderables que dificulten la concreción del proyecto del denominado Consorcio Capital, se encontaría "...en condiciones de adoptar de manera inmediata las medidas necesarias para asegurar una solución alternativa" (fs. 1795).

Por otra parte, también se tiene en cuenta, más allá de su evidente incompatibilidad con lo acordado en este juicio, que la necesidad de llevar a cabo las tareas de expansión que pretende encarar la demandada en el centro que administra y explota en Punta Lara no se encuentra debidamente acreditada -sólo se ha acompañado prueba producida por áreas técnicas del CEAMSE- y, a estar a lo manifestado por el señor Gobernador de la Provincia, no han sido avaladas por la Administración provincial. Por tal razón, en las condiciones actuales no corresponde hacer lugar a lo requerido por la demandada en punto a la ampliación del Centro de Disposición Final de Punta Lara.

Por ello, el Tribunal

RESUELVE:
1. Intimar al señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires a que, dentro del término de 90 días corridos de notificada la presente, determine, a través del correspondiente decreto, previo cumplimiento de los requisitos contemplados en la legislación aplicable, en ejercicio de la atribución conferida por el artículo 12 de la ley 13.592, la localización y habilitación del o los nuevos polos ambientales provinciales, en reemplazo del Complejo Ambiental de Ensenada, momento a partir del cual comenzará a correr el plazo de 8 meses previsto en el punto b.4 del convenio de fs. 996 (arts. 163, Const. prov.; 498 inc. 1° y 511, C.P.C. y C.).

La intimación se efectúa con apercibimiento de la aplicación de sanciones conminatorias que deberán ser cumplidas por el titular del Poder Ejecutivo, en forma personal, y que se fijan en la suma de pesos cinco mil -$ 5.000-  por cada día de demora (arts. 666 bis, Código Civil; 37 y 511, 2do. párrafo, C.P.C. y C.) y de la responsabilidad penal que el incumplimiento pueda llevar aparejada (287 inc. 1°, C.P.P.).

2. En atención a lo resuelto, la parte demandada deberá abstenerse de realizar tareas de ampliación del módulo actualmente en operaciones y/o de construcción de uno nuevo.

Regístrese y notifíquese.

Hilda Kogan
Eduardo Julio Pettigiani        Héctor Negri

Eduardo Néstor de Lázzari        Daniel Fernando Soria 

  
Luis Esteban Genoud

Juan José Martiarena

Secretario
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